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1. Introduccion

El orden de jerarquía de las normas 
es una de las cuestiones de mayor rele-
vancia dentro del ordenamiento jurídico, 
puesto que se vincula íntimamente con el 
principio de supremacía de la constitución 
y en los estados de forma federal,  con el 
principio de  supremacía del derecho fe-
deral respecto del derecho local. La com-
prensión y respeto  del sistema jerárquico 

de normas son presupuestos básicos de un 
buen funcionamiento del estado de dere-
cho. La jerarquía de las normas determina 
la necesaria coherencia  jurídica  con la 
que todas las disposiciones deben  formar 
un conjunto lógico y la forma en que deben 
subordinarse los diferentes actos estatales. 

El acatamiento del orden de jerarquía 
normativa significa el respeto del orden 
institucional y de las competencias propias 
que la constitución reconoce a cada uno 
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de los órganos del estado. La subordinaci-
ón a las disposiciones que la constitución 
otorga mayor jerarquía implica el preciso 
cumplimiento de  la forma de gobierno y 
del acatamiento a las normas preexistentes 
que es la esencia de una democracia cons-
titucional. El respeto al orden normativo 
impuesto por el constituyente se vincula 
con los dos elementos básicos de esta for-
ma de organización estatal: porque implica 
la garantía para el ciudadano del respeto de 
sus derechos humanos y el cumplimiento 
de la forma de gobierno que organiza la 
constitución, como garantía genérica de 
los derechos mencionados.

El notable desarrollo del derecho in-
ternacional, especialmente vinculado a la 
protección internacional de los derechos 
humanos,  durante la segunda mitad del 
siglo XX y la aparición de organismos su-
pranacionales con facultades de legislaci-
ón y jurisdicción, dio nueva complejidad 
al orden de prelación de las normas en el 
derecho constitucional contemporáneo. 
Tal fenómeno trajo como consecuencia 
la revisión de los principios clásicos del 
constitucionalismo  moderno sobre la ma-
teria y la aparición de diferentes criterios 
en el derecho comparado para solucionar 
las tensiones entre el principio de sobera-
nía de  los pueblos y la aparición de este 
orden jurídico internacional.

La República Argentina  no escapó a 
esta transformación. La doctrina en primer 
término y luego la jurisprudencia, recibie-
ron estos cambios y mediante un criterio 
dinámico de interpretación normativa pro-
pusieron la modificación de la metodolo-
gía de análisis de la cuestión que tradicio-
nalmente se efectuaba desde el origen de 
nuestro sistema constitucional. Finalmen-
te, estas tendencias fueron introducidas en 
la reforma constitucional de 1994 y con 
su sanción se produjo una transformación  
esencial del orden de jerarquía normativa, 
que a mi juicio constituye la modificación 

más trascendente que produjo esa última 
reforma constitucional y la que tendrá 
mayor repercusión en el curso de nuestra 
presente y futura  vida institucional.

La cuestión vinculada a este tema no 
constituyó uno de los puntos  relevantes 
del pacto político que dio origen a la re-
forma de 1994. La ley que declaró su ne-
cesidad (Ley 24.309), en cumplimiento del 
procedimiento estatuido por el art. 30 de 
la C.N.,  habilitó  a la Convención Consti-
tuyente a debatir la cuestión en su artículo  
3ro. Punto I (Institutos para la Integración 
y Jerarquía de los Tratados Internaciona-
les), admitiendo la incorporación de nue-
vos incisos a la disposición que regula las 
competencias del Congreso Nacional y 
prohibió  en su art. 7mo.  la modificación  
de la denominada parte dogmática de la 
Constitución Nacional.  Esta limitación de 
la facultad reformadora de la Convención 
derivó en la ausencia de adecuación de las 
normas que regulan el orden de prelación  
en la primera parte de la Constitución con 
las  nuevas y trascendentes disposiciones 
incorporadas en un artículo, en principio,  
ajeno a la cuestión como es el que deter-
mina las facultades del Congreso. El ca-
mino seguido por las fuerzas políticas que 
pactaron la reforma fue diferente al  del 
movimiento reformador provincial, pues 
las múltiples reformas introducidas en tex-
tos de constituciones provinciales luego 
de la recuperación del orden institucional 
en 1983 modificaron sustancialmente los 
capítulos dedicados a declaraciones, dere-
chos y garantías.  

Sin embargo, la deficiencia en la téc-
nica legislativa antes señalada no impidió 
un debate amplio de la materia y la adop-
ción de una modificación que conmueve 
profundamente no sólo una cuestión que 
puede aparecer meramente técnica como 
el orden de prelación de las leyes, sino las 
bases de nuestro sistema de derecho. Esta 
modificación amplió en forma indudable 
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la extensión y protección de los derechos 
humanos de los habitantes de nuestro país, 
al otorgar a  dos declaraciones de derechos 
humanos y ocho pactos sobre esta materia 
igual jerarquía que la Constitución Nacio-
nal.  Desgraciadamente, la distorsión entre 
derecho y realidad que ha caracterizado 
profundamente nuestra vida comunitaria 
en el tiempo histórico transcurrido desde 
la adopción de la reforma hasta el presen-
te,  impide que la población advierta este 
avance, pero no quita valor al mandato que 
surge de la constitución formal.

2. Bloque de Constitucionalidad

La incorporación de la cláusula del 
art. 75 inc. 22, segundo párrafo, hizo surgir 
la corriente doctrinaria que considera que 
los tratados y declaraciones de derechos hu-
manos  a los que la citada norma otorga je-
rarquía constitucional, forman con la cons-
titución  un conjunto denominado “bloque 
de constitucionalidad” que determina los 
alcances de la protección de nuestro orden 
constitucional a los derechos del hombre 
(Bidart Campos, G.J. Tratado Elemen-
tal de Derecho Constitucional Argentino, 
Ediar, 1995, To. VI p. 555). Esta doctrina 
ya fue recibida por la jurisprudencia de la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
pues en el voto del Dr. Santiago Petracchi  
emitido en el voto del fallo “Gonzáles de 
Delgado, Cristina y otros c/U.N.C.” (Fallos  
323:2359) afirma que “...la reforma consti-
tucional de 1994 dio jerarquía constitucio-
nal a diversos tratados y convenciones (art. 
75 inc. 22 de la Constitución Nacional) que, 
junto con la Constitución Nacional, confi-
guran el bloque de la constitucionalidad 
argentina. A partir de entonces son muchas 
las normas de ese rango que nos rigen y en 
las que se reconoce el derecho a la igualdad 
ante la ley, se prohíbe la discriminación y 
se garantiza el acceso a la educación.” Con 
esta clara afirmación el máximo intérpre-

te de la constitución nacional reconoce la 
existencia del denominado  bloque de cons-
titucionalidad, que servirá como principio 
orientador de la jurisprudencia para salvar 
cualquier posible diferencia interpretativa 
respecto del complejo conjunto de normas 
que lo integran.

Debe también señalarse que otros 
integrantes de la Corte han hecho uso del 
concepto de “bloque de constitucionali-
dad”, aún sin usar esta expresión. En el 
mismo caso el Dr. Gustavo Bossert expre-
sa que no puede dejar de señalarse que tan-
to  por expresas disposiciones de la Cons-
titución Nacional, complementadas por los 
principios reconocidos en los tratados in-
ternacionales con jerarquía constitucional  
debe resolverse a favor de la ordenanza 
cuestionada en el caso en resolución.  Des-
taca que la igualdad ante la ley se encuen-
tra contemplada en el art. II de la Declara-
ción Americana de los Derechos y Deberes 
del Hombre, en el art. 7 de la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, en el 
art. 24 de la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, en el art. 26 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políti-
cos, y, específicamente referida a la igual-
dad de la mujer con el hombre en el art. 
15 de la Convención Internacional sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Dis-
criminación contra la Mujer. Con este mi-
nucioso análisis evidencia la necesidad de 
efectuar una interpretación “en bloque” de 
todas las disposiciones que conjuntamente 
con las  constitucionales protegen y fijan 
los alcances de los derechos del hombre en 
nuestro ordenamiento jurídico.

También de los fallos “Chocobar” 
y “Monges” surge que  dentro del deno-
minado bloque de constitucionalidad  no 
existen jerarquías normativas disímiles  y 
que todas las normas que lo integran deben 
interpretarse armónicamente. Expresa el 
Tribunal que   la Constitución debe inter-
pretarse como un conjunto armónico, den-
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tro del cual cada una de sus disposiciones 
ha de evaluarse  de acuerdo con el conteni-
do de las demás, pues las expresiones uti-
lizadas por el constituyente son indicativas 
de que han efectuado un juicio de compro-
bación en virtud del cual han  verificado 
la inexistencia de contradicción entre las 
normas de la constitución y las declara-
ciones y pactos a los que se otorga rango 
constitucional (CS, 27/12/96 “Chocobar 
Sixto c/Caja Nac. De Previsión para el 
Personal del Estado y Servicios Públicos”, 
LL 1997-B,247). Si bien con esta interpre-
tación parece zanjarse el dilema sobre la 
diferencia jerárquica entre las cláusulas de 
la constitución y normas elevadas a rango 
constitucional, queda subsistente la  mayor 
flexibilidad de éstas últimas para perder 
ese rango por el procedimiento legislativo 
previsto en el art. 75 inc. 22.

3. Bloque de Constitucionalidad y Ju-
risprudencia de Tribunales Internacio-
nales

Otro elemento interesante para el 
análisis es el rol que juega la jurisprudencia 
de los tribunales internacionales para fijar  
los contenidos de las cláusulas integrantes 
de los pactos y tratados. Con anterioridad 
a la reforma constitucional, en el ya citado 
caso “Ekmekdjian c/ Sofovich”, la Corte 
había invocado una Opinión Consultiva de 
la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos  - la Nro. 7 –  para la aplicación del 
Pacto de San José de Costa Rica: “...Que 
la intepretación del pacto debe, además, 
guiarse por la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 
uno de cuyos objetivos es la interpretación 
del Pacto de San José de Costa Rica (Es-
tatuto, art. 1)...”(considerando 21 del voto 
de mayoría). Y  se resuelve la cuestión de 
acuerdo al criterio interpretativo que esta-
blece la mencionada opinión de este orga-
nismo internacional.

Con posterioridad a la reforma de 
1994, la Corte interpretó el art. 75 inc. 22   
y afirmó que la expresión “en las condicio-
nes de su vigencia”, significa  que la apli-
cación debe hacerse tal como se hace en el 
ámbito internacional y cómo resulta inter-
pretada  por los tribunales internacionales 
competentes a tal efecto. Nuevamente en 
este caso, utilizó los criterios interpretativos 
de la Corte Interamericana para resolver la 
cuestión planteada, invalidando una ley del 
Congreso en materia de doble instancia pe-
nal (Giroldi, Horacio David y otro s/recurso 
de casación, recurso de hecho (causa Nro. 
32/93). Sostuvo en el caso que la forma más 
adecuada para asegurar la garantía de la do-
ble instancia en materia penal prevista en el  
art. 8 inciso 2) apartado h) de la Conven-
ción Americana sobre Derechos Humanos,  
era declarar la inconstitucionalidad del art. 
459, inciso 2) del Código procesal penal de 
la Nación porque vedaba la admisibilidad 
del recurso de casación contra las senten-
cias de los tribunales inferiores en razón 
del monto de la pena. Deja así sin efecto la 
jurisprudencia vigente  hasta el dictado del 
fallo, en virtud de las reformas introducidas 
en la Constitución Nacional y la formación 
del bloque de constitucionalidad, junto con 
los tratados y declaraciones internacionales 
elevados a jerarquía constitucional.

En el pronunciamiento citado en el 
párrafo precedente, se aduce que la jerar-
quía otorgada a las declaraciones y pactos 
internacionales mencionados en el art. 75 
inc. 22, 2do. párrafo, ha sido voluntad ex-
presa del constituyente que se hiciera de 
acuerdo con las pautas de interpretación 
de los tribunales internacionales. La Corte 
Interamericana precisó el alcance del ar-
tículo 1 de la Convención, en cuanto los 
Estados Parte deben no solamente respetar 
los derechos y libertades reconocidos en 
ella, sino además 

“garantizar su libre y pleno ejercicio 
a toda persona sujeta a su jursidicción” y 
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tal finalidad se logra si se toman todas las 
medidas que remuevan obstáculos para 
ejercer plenamente los derechos conferi-
dos ( Sabsay-Onaindia, La Constitución de 
los argentinos, Editorial ERREPAR, Pág. 
123).

Resulta también de interés, la senten-
cia dictada en el caso “Cafés La Virginia 
SA s/apelación” (C.S.J.N., 13-10-94), que 
si bien no hizo aplicación de la reforma 
por su contemporaneidad con ella, señaló 
que el incumplimiento de una obligación 
internacional vulnera el principio de la su-
premacía de los tratados internacionales 
sobre las leyes internas y que la ley que 
en el caso se cuestionaba incurría en una 
transgresión a un tratado internacional y la 
aplicación de dicha norma colisionaba con 
otra de rango superior que debe ser dese-
chada por incompatible con el principio de 
supremacía de los tratados sobre las leyes 
internas. En el voto del juez Boggiano  se 
destaca que la derogación de un tratado 
internacional por una ley del Congreso 
violenta la distribución de competencias 
impuestas por la Constitución Nacional, 
porque mediante una ley se podría derogar 
el acto complejo federal de la celebración 
de un tratado, constituyendo este acto un 
avance inconstitucional sobre las atribu-
ciones del Poder Ejecutivo. El voto destaca 
la diferencia entre el derecho internacional 
y el derecho comunitario- conforme el 
caso del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea “Van Gend en Loos”-,  entendien-
do por éste el grupo de normas emanado de 
los órganos supranacionales de la comuni-
dad (conf. Ekmekdjian, Miguel A., E.D., 
1ro. de diciembre de 1994, “Un fallo de la 
Corte Suprema de Justicia que apuntala el 
proceso de la integración regional latinoa-
mericana...”).

La Corte a través de su dinámica in-
terpretación de las normas constitucionales 
y los tratados internacionales permitió así 
que la Argentina estuviera en un lugar de 

vanguardia dentro del proceso de interna-
cionalización del derecho y de protección 
jurídica –al menos- de los derechos huma-
nos. “...Si la supremacía de la Constitución 
federal es la regla arquimédica que ordena 
lógica y ontológicamente todo el ordena-
miento jurídico federal, la supremacía de 
los tratados de derechos fundamentales so-
bre todo ese ordenamiento traza el círculo 
de la eticidad: dentro de ese círculo sólo 
serán constitucionales las conductas y nor-
mas que se encuadren dentro de las pautas 
jurídico-normativas de esos tratados...” 
(Herrendorf, Daniel en La Constitución 
Reformada, Ministerio del Interior, 1996).

4. El Orden de Jerarquia Posterior a la 
Reforma de 1994

Las importantes modificaciones in-
troducidas en la reforma de 1994 al tema 
en análisis, principalmente originadas en 
las disposiciones de los incisos 22 y 24 
del art. 75,  produjeron una modificación 
y adaptación de los criterios de interpreta-
ción vigente hasta la modificación consti-
tucional indicada.  Pese al mantenimiento 
sin alteraciones de los arts. 27 y 31 de la 
Constitución, el orden de prelación de las 
normas resultante de la reforma  y justifica 
el concepto de “bloque de constitucionali-
dad” puede exponerse del siguiente modo:

1. Constitución Nacional: tiene  la 
rigidez proveniente del art. 30 de su tex-
to y sólo puede ser modificado mediante 
el complejo procedimiento de reforma que 
en ese artículo se establece;

2. Declaraciones y Tratados Interna-
cionales enumerados en el inciso 22) del 
art. 75: de rango constitucional pero con 
mayor flexibilidad, porque pueden perder 
ese rango por un acto del Congreso que 
requiere  sólo la mayoría agravada de los 
dos tercios de sus miembros totales, sin 
concurrencia de ningún otro órgano con 
facultad constituyente específica;
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3. Tratados y convenciones sobre de-
rechos humanos no enumerados en el inc. 
22) del art. 75, pero que el Congreso puede 
otorgarles esa jerarquía mediante el voto 
de las dos terceras partes de sus miembros. 
Tal acto se ha realizado con dos pactos des-
de 1994 hasta la fecha, circunstancia que 
determina que en la actualidad son diez 
los pactos que gozan de jerarquía constitu-
cional (Ley 24.820 otorgó jerarquía cons-
titucional a la Convención Interamericana  
sobre Desaparición Forzada de Personas y 
la ley 24584 a la  Convención de Naciones 
Unidas sobre  Delitos de Lesa Humanidad 
e Imprescriptibilidad de Delitos de Guerra. 
Debe aclararse que hasta tanto este acto del 
Congreso no se produzca, esta categoría de 
tratados goza de la situación general del 
resto de los tratados internacionales.

4. Tratados con otras Naciones o con 
organismos internacionales  y concordatos 
con la Santa Sede, que son inferiores a las 
normas indicadas precedentemente pero 
superiores a la ley interna.                          

5. Normas dictadas como consecuen-
cia de un tratado de integración territorial, 
en los términos previstos en  el inciso 24, 
primer párrafo, del art. 75, con jerarquía 
superior a las leyes pero sin que resulte 
determinada su relación con los tratados y 
concordatos  mencionados en el punto an-
terior, dado que el constituyente se limita a 
prescribir la superioridad  referida.

6. Leyes.
Este es el orden de jerarquía normati-

va resultante de la reforma constitucional, 
el que es precedido por las demás disposi-
ciones de carácter administrativo inferio-
res a la ley.  Hay algunas cuestiones que 
no han sido resueltas por la norma como 
el caso de confrontación entre dos tratados 
con jerarquía constitucional, que queda 
derivado al control de constitucionalidad 
interna, mediante la interposición de los 
remedios procesales que nuestro ordena-
miento formal prevé. 

Resulta interesante  recordar  que en 
el caso “Méndez Valles, Fernando c/M. 
Pescio S.C.A. s/ejecución de alquileres”, 
CSJN 26/12/95 RR, el Tribunal afirma que 
la naturaleza  federal del tratado  alcanza 
a su contenido, aunque las materias que el 
instrumento internacional regule se encuen-
tren comprendidas dentro de las ramas del 
derecho que consideramos “común” (art. 75 
inc. 12), porque la naturaleza federal está 
dada por la fuente internacional de la que 
provienen. El incumplimiento de las nor-
mas del tratado produce la responsabilidad 
del Estado, situación que le otorga la cali-
dad  “federal” suficiente para la interposici-
ón del recurso extraordinario. Esta decisión 
es acorde con la reforma de 1994 que no 
sólo  otorgó jerarquía constitucional al de-
recho internacional de los derechos huma-
nos sino que también intercaló la totalidad 
del derecho internacional público de base 
contractual entre la Constitución y el resto 
del orden jurídico interno (conf. Carnota, 
Walter Los tratados internacionales frente 
al recurso extraordinario federal, El Dere-
cho, 9 de abril de 1996).    

5. Conclusion

Dentro de  este  nuevo orden de jerar-
quía de las normas resultante de la última 
modificación introducida a nuestro texto 
constitucional, que seguramente seguirá 
enriqueciéndose con el aporte interpretati-
vo de la jurisprudencia nacional y de los 
órganos supranacionales con competencia, 
el concepto de bloque de constitucionali-
dad significa un aporte trascendente para 
que   las modificaciones adoptadas adquie-
ran la dimensión y dinamismo que su com-
pleja construcción merece.

Como bien afirma el Dr. Pablo Mani-
li en un agudo y exhaustivo ensayo sobre 
el tema, si una Convención constituyente 
se abocó a tratar la recepción y jerarquía 
de los tratados internacionales de derechos 
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humanos por nuestro orden jurídico, “...es 
preciso extraer de esa voluntad del consti-
tuyente la mayor cantidad de enseñanzas 
posible en aras de fortalecer el sistema de 
protección y garantía de los derechos hu-
manos, garantías y libertades fundamenta-
les de todos los hombres del mundo que 
deseen habitar el suelo argentino...”, tal 
como dispone el Preámbulo de nuestra 
constitución nacional. (El bloque de cons-
titucionalidad, La Ley, 2003)
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